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I.- Introducción 

El año 2009 no solo pasará a la historia, a juicio de algunos expertos, por ser el peor año económico desde la II Guerra Mundial, sino como un período de crisis profunda y múltiple en la que confluyen, además de la dimensión económica y financiera, una crisis de precios de energía previa y de los alimentos, y una vertiente medioambiental (producida ésta por el calentamiento global, y reiteradamente advertida desde hace largos años). A estas crisis, se le añaden, a su vez, otras variantes, analizadas de forma consistente desde varios foros, como, entre otras, una crisis de derechos humanos (tal y como señala Amnistía Internacional – AI - en su informe de 2009) y una crisis de inestabilidad y conflictos (con unos 30 conflictos activados y unos 70 potenciales o de riesgo). En un mundo caracterizado por la globalización y sus correspondientes interacciones, los impactos de estas crisis y sus ramificaciones afectan de forma creciente y con gran severidad a un número cada vez más importante de personas. 

El citado escenario de crisis, activado desde el norte (con su epicentro en EEUU y su onda expansiva inicial en los países industrializados), está teniendo graves repercusiones para la mayoría de los países en vías de desarrollo, marcados por una  vulnerabilidad estructural y un déficit enorme en sus sistemas de protección social estatales, suministros básicos, educación y salud. 
El resultado es que millones de personas en el sur están padeciendo el fracaso de un  modelo occidental de desarrollo y económico neoliberal, diseñado y ejecutado desde el norte, y con unas Instituciones Financieras Internacionales (IFI), controladas por los países más desarrollados, que no han cumplido con su mandato; y que, paradójicamente, han salido reforzadas de esta crisis y con ligeros cambios en su gobierno. Especialmente durante la década de los 70 y 60, éstas IFI jugaron, precisamente, un nefasto papel en muchos países del sur, imponiendo sus Programas de Ajuste Estructural (PAE), con recetas neoliberales basadas en una defensa radical de la economía de mercado, las desregulaciones, las privatizaciones y la supresión de subsidios básicos.
Un buen ejemplo, que refleja la complejidad de las diversas crisis, la absoluta interrelación entre norte y sur, y la consiguiente exigencia de adoptar políticas multilaterales y multidimensionales, fue la citada crisis de los alimentos iniciada en 2008, en la cual jugaron un papel decisivo varias causas: el aumento de precios de la energía, la creciente demanda de países emergentes superpoblados como China e India, la expansión de los biocombustibles, los subsidios agrarios de EEUU y la Unión Europea, la falta de inversión en agricultura en determinados países, y la degradación medioambiental. 
Ante el escenario presente, son muchas las cuestiones que procede plantearse y también los valores y modelos puestos en tela de juicio, o directamente desacreditados. Por lo que respecta al ámbito de la cooperación internacional, la situación actual exige también una reflexión y medidas acordes con la experiencia que se tiene y con los ingentes retos existentes. 
Más en concreto, para un país como España la apuesta emprendida hace años de dotar de mayores recursos a la cooperación para el desarrollo exige en estos momentos un trabajo firme y decidido, basado en la mejora de la calidad de la ayuda por parte de todos los actores implicados, lo que incluye, con un peso cada vez más importante, a las Comunidades Autónomas y a los entes locales (en el ámbito de la AH las aportaciones de estos dos actores representan ya el 30% de la ayuda total bilateral española).  Otros aspectos – como el hecho de que un 30% de la ayuda de ambos vaya destinada a servicios sociales o que se en algunas CCAA (como es el caso de la valenciana) estén dedicando cada vez más recursos a una tarea tan importante como la educación para el desarrollo – son buenas señales para los tiempos actuales.
II.- Consecuencias de la crisis en los países en desarrollo
Como se ha señalado, la crisis generada desde el norte está provocando impactos cada vez más importantes en los países del sur. Así, en determinadas regiones como África subsahariana, la población está viendo como se degradan aún más sus condiciones de vida; y en aquellas como América Latina - en la que existen las mayores desigualdades del mundo y que cuenta con alrededor de 200 millones de pobres (cerca del 40% población); a pesar que sus economías nacionales han tenido crecimiento muy importante en los últimos años - las desigualdades se acrecientan, y a las comunidades indígenas y otros grupos marginados se les sigue denegando la atención médica precisa, el acceso a agua no contaminada o a una vivienda adecuada. 

Si volvemos a recordar el dato de que, ya antes de la crisis, cada 3 segundos muere un niño por causas que se pueden prevenir y que cada minuto muere una madre en el parto por falta de la atención médica necesaria, no es difícil imaginar que a día de hoy numerosas organizaciones internacionales del ámbito de salud se estén movilizando para que la actual situación se conciba e incorpore a nivel político como una amenaza par la salud mundial; considerando, además, que hoy en día 1 de cada 5 personas de los países en desarrollo sufren desnutrición crónica. 
Algunas organizaciones, como Médicos del Mundo, han llegado a señalara que la actual recesión puede causar la muerte de entre 200 y 400 mil niños y niñas menores de 5 años. Son, como siempre las niñas y las mujeres las que reciben la peor parte (y que representan un 70% de las personas que están en situación de pobreza). Otras, como Médicos Sin Fronteras, reclaman ante la crisis la necesidad de estrategias específicas para paliar la desnutrición infantil, especialmente la de los menores de dos años.
Alguno de los datos que reflejan la crisis actual en los países en desarrollo son los siguientes: 
1.- Un aumento exponencial de las personas que padecen hambre, que en los dos últimos años han pasado de 850 a 965 millones. Se calcula que de persistir el precio actual de los alimentos, unos 290 millones de personas se verán directamente afectadas. Igualmente, organismos como el Banco Mundial, calculan que sólo durante el año 2009 caerán en la pobreza extrema 46 millones de personas. A nivel de indicadores, esto implica claramente que se aleja la posibilidad de cumplir con el objetivo de reducir a la mitad el hambre en el mundo, en el marco de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM). 

2.- Un descenso exponencial y progresivo del envío de remesas (a modo de ejemplo, en algunos países africanos se constatan ya descensos equivalentes o superiores al 10%). Unas remesas que son vitales para la subsistencia de las poblaciones locales, llegando a suponer un porcentaje muy importante del Producto Interior Bruto (PIB) de los países en desarrollo. Uno de los casos más ilustrativos es el de Haití, donde las remesas representan el 33% del PIB. 

3.- Una caída en picado de las Inversiones Extranjeras Directas, que constituyen (si se ajustan a criterios de sostenibilidad) una fuente importante para la generación de empleo y el desarrollo.

 4.- Un descenso considerable de los ingresos por exportaciones.

5.- Una gran dificultad para acceder al crédito en los mercados de capitales internacionales.

6.- Un aumento creciente del desempleo. Según la Organización Internacional del Trabajo, entre 18 y 51 millones de personas perderán su trabajo en el mundo a resultas de la crisis.

7.- Un aumento de la deuda externa – la cual es considerada ilegítima por parte de  muchos expertos – para unos países en desarrollo sujetos a las condiciones exigidas por las IFI, y con una larga historia de expolios (tanto por parte de algunos actores externos como de las propias elites locales). En este sentido, un informe de 2009 de la organización Jubilee advierte de una nueva crisis en materia de deuda externa a raíz del contexto actual, en el cual los países pobres pagan por dicho concepto 100 millones de dólares diarios a los países ricos. En términos comparativos, la condonación de la deuda de todos los países subsaharianos equivaldría al importe de la fianza que el gobierno de EEUU depositó para salvar de la quiebra a la aseguradora “American Internacional Group (AIG)”.
8.- Unas previsiones catastróficas derivadas del calentamiento global. El Banco Mundial prevé que en 2015 habrá unos 375 millones de personas afectadas por desastres humanitarios cuya severidad será provocada por el cambio climático. La misma fuente calcula que la eficacia de la ayuda al desarrollo disminuirá entre 10 y 40.000 millones de dólares a causa de calentamiento global. Las cifras de la Organización Mundial de la Salud elevan a 100.000 personas al año las muertes derivadas del calentamiento global. Por otro lado, la erosión de los ecosistemas está provocando ya unos 10 millones de desplazados y/o refugiados anuales. 
III.- La crisis vista desde los países industrializados
A modo de resumen de los principales parámetros de actuación desde el norte, cabe destacar los siguientes:
- La crisis está provocando que la atención se concentre en los problemas de cada país, con medidas proteccionistas y con enfoques sobre todo nacionales, cuando lo que se requieren son políticas y medidas internacionales conjuntas. En paralelo a esta atención – y salvo algún encuentro relevante, con promesas sin ejecutar- hay una desatención hacia la crisis en los países en desarrollo. Ya en 2005, por ejemplo, el G-8 se comprometió a aumentar en 25.000 millones de dólares anuales la ayuda al desarrollo, importe que permanece en gran parte sin desembolsar. Otro ejemplo es que la FAO únicamente haya conseguido recaudar una cuarta parte de los 6.400 millones de donaciones previstos para 2009 (mientras que la estimación de las necesidades por parte de la ONU ronda los 30.000 millones). 
- Los gobiernos acuden a rescatar a las entidades financieras con desembolsos ingentes - muy por encima de las demandas de ayuda para la lucha contra la pobreza durante las últimas décadas -, y que han sido desatendidas de forma reiterada. Los billones de dólares que se han destinado a frenar la crisis en el norte contrasta con las promesas incumplidas (una cifra global sería la de 50.000 millones pendientes de desembolso) y con las necesidades actuales. A modo de ejemplo, Interpón Oxfam cifra en 15.000 millones de dólares los fondos que necesitan 53 países en desarrollo para enfrentar la crisis actual. Todas estas cifras deben tomarse con cautela pues a medida que la crisis va revelando sus impactos, las estimaciones varían.
. Algunos gobiernos occidentales como el de Italia o Irlanda, han anunciado ya recortes en sus presupuestos de Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD). Además, en 2009 y 2010 la crisis previsiblemente provocará una disminución generalizada de la ayuda en términos cuantitativos (calculada en base a un PIB de los países donantes que disminuirá sensiblemente). 

Por parte española, las declaraciones oficiales mantienen todavía la apuesta para alcanzar el 0,5% en 2009, siguiendo con la senda iniciada en 2003, y que supuso multiplicar casi por tres los fondos en los cuatro años siguientes. En el marco del Comité de Ayuda al Desarrollo (que agrupa al 95% de la AOD mundial), la “buena noticia” es que después de dos años consecutivos, 2006 y 2007 de descenso de la ayuda por parte de los 22 países donantes más importantes que lo conforman, el año 2008 supuso un aumento del 10%. Otras instituciones, como el Fondo Monetario Mundial han previsto una partida de 4.000 millones de dólares parra apoyar a los países emergentes y a los menos desarrollados. 

Todo lo expuesto hasta ahora, indica claramente la importancia de cumplir con las promesas y de mantener la apuesta por el aumento de la AOD, al tiempo que se mejora la calidad y eficacia de la ayuda. De parte española, y a todos los niveles de la Administración, resulta imprescindible, además, dotar a la ayuda de un marcado carácter de previsibilidad y mejorar la coordinación entre los actores implicados. Resulta evidente que una financiación al desarrollo adecuada requiere de políticas y apoyos diseñados a largo plazo. 

De todo lo anterior se deduce que la asistencia internacional es más importante que nunca, a fin de que los países en desarrollo con más problemas puedan prestar los servicios básicos de salud, educación, salubridad y vivienda.
IV.- Otros aspectos relevantes
Como se ha señalado, la crisis actual es también de derechos humanos. En este sentido, el último informe de AI señala que la recesión económica ha agravado los abusos, ha hecho que se desvíe la atención hacia otras cuestiones y ha creado nuevos problemas, advirtiendo que “los derechos humanos se pisotearon en nombre de la seguridad, y ahora se relegan en nombre de la recuperación económica”. De paso, recuerda que dos tercios de la población mundial no tienen acceso significativo a la justicia y reitera que para atajar la creciente pobreza es necesario invertir en derechos humanos con la misma fruición con que se invierte en el crecimiento de la economía. 
Como señala dicho informe, la falta de comida, empleo, agua no contaminada, tierra y vivienda, junto con el aumento de la desigualdad y la inseguridad, la xenofobia y el racismo, la violencia y la represión, conforman una crisis mundial que requiere soluciones globales basadas en la cooperación internacional, los derechos humanos y el  Estado de derecho.

En este contexto, instituciones tan diferentes como AI y el FMI coinciden en señalar el peligro de que el aumento de la pobreza y las pésimas condiciones económicas y sociales desemboquen en inestabilidad política y violencia generalizada. La organización AI añade por su parte que es probable que la recesión vaya acompañada de una mayor represión si los gobiernos afectados (especialmente aquellos con inclinaciones autoritarias) deciden tomar medidas drásticas contra la disidencia, las críticas, y la exposición pública de la corrupción y la mala gestión económica.

En la situación actual resulta también necesario plantearse, esta vez con toda la firmeza y voluntad política que ha faltado en anteriores ocasiones, la necesidad de corregir las reglas injustas del comercio internacional, las subvenciones agrícolas de países como EEUU y los miembros de la UE, y los denominados Acuerdos Europeos de Partenariado para los países africanos. Estos últimos – que implican la liberalización progresiva de las importaciones en estos países de productos agrícolas e industriales, y una reducción de hasta el 80% de sus aranceles – han refutados unánimemente dichos acuerdos.
Ante el panorama actual, resultan todavía más llamativas las incongruencias de determinadas instancias. A modo de ejemplo, pese a los efectos dramáticos que ha supuesto la desregulación de los sectores financieros de los países occidentales, la  UE sigue a día de hoy presionando a los países en desarrollo para que liberalicen aún más sus sectores de servicios financieros, en el marco del Acuerdo General para el Comercio y los Servicios. Una UE que siendo el primer donante mundial – con más del 50% de la AOD - no acaba de estar a la altura de su cometido ni de ser un actor político sólido en la escena internacional, pese a que los retos actuales lo requieren de forma cada vez más que apremiante.

Otra de las cuestiones que precisan un progreso sustancial es la incorporación de la sociedad civil de los países de desarrollo como actor con capacidad e incidencia en el marco de las políticas actuales de la ayuda. Una sociedad civil que está siendo marginada en el contexto de la nueva arquitectura institucional de la ayuda establecida a partir de la Declaración de París y que es un actor fundamental en cuestiones decisivas, como los derechos fundamentales, las políticas inclusivas, la redistribución de la riqueza o el buen gobierno. 
Aún a riesgo de ser reiterativos, conviene recalcar que en tiempos de crisis resultan prioritarios los esfuerzos encaminados a la mejora de la calidad y de la eficacia de la ayuda, y de la transparencia de todos sus mecanismos. Tal y como se recoge en el Pacto Valenciano contra la Pobreza, cuya primera referencia son los ODM, es imprescindible reforzar los principios de la Declaración de París (apropiación, alineación, armonización, gestión orientada a resultados y mutua responsabilidad), del Consenso Europea de Desarrollo (además, cabe añadir, del relativo a AH) y de la Agenda de Accra. Precisamente, uno de los ODM que peor van encaminados es el de una alianza mundial para el Desarrollo, clave en los tiempos actuales.
Partiendo de dicho marco, el gran reto es concentrar la atención en el Desarrollo humano (es decir, el desarrollo entendido como aumento de capacidades); siendo la cooperación una herramienta, entre otras, para la lucha contra la pobreza y la mejora de las condiciones de vida de las poblaciones locales. A este respecto, el principio “gestión para resultados” establecido en la Declaración de París, al mismo tiempo que señala el camino a seguir denota la gran tarea que todavía queda por hacer.
En todo este escenario y en referencia al caso de España, los entes autonómicos y locales del norte están llamados a jugar un papel cada vez más relevante (aportan ya algo más del 14% total de los recursos de AOD), a condición de que refuercen sus capacidades, su coordinación y su buen hacer. Por su cercanía al ciudadano y su experiencia democrática y de gestión, su implicación, siempre y cuando implique un aportación cualitativa, es cada vez más necesaria; sobre todo en los áreas donde la Administración central dedica menos fondos (como, por ejemplo, en materia de gestión de riesgos, reconstrucción, o en zonas geográficas no cubiertas por la AECID)  o en ámbitos como el refuerzo de las capacidades de la sociedad civil en los países en desarrollo, la gobernabilidad local o el refuerzo de los programas de agricultura (de especial  importancia en los tiempos actuales).  
Para ello es fundamental sentar las bases adecuadas, a través de un debate más en profundidad sobre la calidad y eficacia de la ayuda (vinculando a actores públicos y privados), definir bien las prioridades, mejorar la ayuda programática, realizar más y mejores evaluaciones e invertir más en las propias capacidades humanas, institucionales y técnicas del sistema. Al mismo tiempo se deberían ir depurando afanes contraproducentes de protagonismo mediático por parte de determinados actores público y descontaminando lo más posible la ayuda al desarrollo (con atención especial a la AH) de los intereses políticos y geoestratégicos.
Por otro lado, una de las cuestiones que más claramente vinculan al norte con el sur es la de las migraciones, fenómeno que ha sido un factor decisivo a la hora de activar programas como, en España, el del Plan África. Como en tantos otros ámbitos, la clave en esta cuestión es la coherencia de políticas y acciones (por ejemplo, no condicionando la ayuda a un mayor control de flujos migratorios), para no perder de vista el objetivo prioritario del desarrollo y de los derechos humanos. 

Es, por tanto, y a modo de ejemplo, el momento para apostar por todas aquellas políticas que contribuyan a fomentar el codesarrollo (como señala el citado pacto valenciano) y a amortiguar tensiones y mejorar la convivencia (en un momento en que se calcula en 500.000 los inmigrantes que han pasado a formar parte de la economía sumergida en España). 

Siguiendo con dicho pacto, también resulta muy importante en la fase actual dedicar un porcentaje significativo de AOD a los Países Menos Adelantados, reservando una parte para los diez países con un menor índice de desarrollo humano. Estos lugares están ocupados siempre por los países subsaharianos. 
En éstos últimos países, al igual que en otras regiones del planeta, la crisis está provocando también una competencia renovada por los recursos naturales; a la par que persisten las incoherencias sangrantes entre el discurso de buen gobierno y derechos humanos por parte de los gobiernos del norte y las elites políticas del sur, y la situación en la práctica, regida por el principio de máximo rendimiento económico y seguridad energética. En este marco entra en juego la competencia cada vez más férrea sobre hidrocarburos y minerales, pero también – a raíz de la citada crisis alimentaria - por tierras cultivables (el más sonado ha sido la oferta por parte de Corea del Sur para la compra del 50% de la tierra cultivable). Los contratos y condiciones a través de los cuales se articulan estas operaciones de adquisición de terrenos marginan en su gran mayoría a la población local y sus derechos fundamentales. 
V.- Conclusión

La situación de crisis actual deriva de un conjunto de factores activados desde los países industrializados pero que cada vez están tenido mayores implicaciones e impactos negativos en los países en desarrollo. En este sentido, la globalización implica una creciente interrelación entre norte y sur, y la crisis actual es uno de los mejores ejemplos, de muchos otros ya presentes, con efectos drásticos para las poblaciones locales. 
Retomando las observaciones del PNUD sobre la importancia y necesidad de incrementar la ayuda desde los países más ricos hacia los más pobres, parece claro que ésta necesidad se ha de plantear tanto en términos  morales (los países pobres sufren una crisis desencadenada por los países ricos industrializados) como de seguridad (algunos analistas advierten de que podemos estar a las puertas de una crisis social de alta intensidad que, en determinados contextos como los que abundan en los países en desarrollo, puede derivar en inestabilidad y conflicto); y puestos a desgranar argumentos que toquen de lleno al norte, también por una cuestión de egoísmo inteligente (la recesión en los países pobres afectará de forma importante a los mercados mundiales y a los países ricos).  
Resulta también evidente que los retos planteados solo se  pueden abordar desde políticas y acciones que reúnan a un conjunto múltiple y variado de actores, y que atiendan todas las dimensiones en juego. La situación actual requiere, además, pensar en clave de futuro y a medio y largo plazo, lo que concuerda mal con la pauta tradicional de actuación política, la escasa imaginación y voluntad al efecto, y con unos ciclos electorales periódicos que condicionan las agendas. Son muchas las cuestiones, en ámbitos como la economía, el comercio internacional, el calentamiento global, el desarrollo, los conflictos, la pobreza, los derechos humanos, que deben enfrentarse de forma inmediata a través de nuevos enfoques. De ello depende la vida y el futuro de los poblaciones que viven tanto en los países sumidos en condiciones de inestabilidad y extrema pobreza, como, también, en aquellos que, creyéndose a salvo del naufragio, viven en regiones económica y políticamente más acomodadas. 
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